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Lo sepamos o no lo sepamos, los plaguicidas son parte de nuestra vida diaria pues sus usos actuales son tantos que tocan cada momento de nuestra vida, desde la concepción hasta la muerte y nadie, en ningún país, está a salvo de la exposición a ellos y, por lo tanto, de sufrir sus efectos adversos, no todos los cuales ocurren de inmediato ni conducen al hospital o al cementerio.

Desde luego, los trabajadores agrícolas, sus familias y los habitantes de las zonas rurales son los principales expuestos y sus riesgos aumentan por la desnutrición, el parasitismo y otros problemas de salud debilitantes o crónicos que, en gran medida, derivan de su bajo poder económico, político, social y cultural. 

Por su parte, en general, los funcionarios y las poblaciones urbanas ignoran las repercusiones indeseables en la salud de la exposición a los plaguicidas y no falta quien opine que, como afirman los fabricantes, son esenciales. 
Una consecuencia es que, en la mayoría de los países en desarrollo, no existen datos confiables sobre la magnitud de los daños que causan los plaguicidas. Por ejemplo, en México, aunque los médicos deben reportar a la autoridad de salud las intoxicaciones por plaguicidas, no lo hacen porque no están capacitados para diagnosticar estas intoxicaciones, en especial, las crónicas y las leves. 
De hecho, en algunos estados en los que el uso de plaguicidas es elevado, como Veracruz, es posible que la población afectada y los daños económicos sean por lo menos tan importantes como los que causan las enfermedades trasmisibles, a pesar de lo cual, los plaguicidas preocupan a muy pocos, se discuten menos y a veces se piensa que quienes los denuncian son ignorantes, alarmistas o retrógrados.

Considerando las cantidades crecientes de plaguicidas que se utilizan en el país, su amplia disponibilidad, la variedad de sus usos, el tipo y número de individuos expuestos a ellos, las precarias condiciones en que se usan, las características de sus efectos agudos y crónicos y la falta de capacidad de diagnóstico y tratamiento de las intoxicaciones que causan, es sorprendente la muy baja prioridad que las autoridades le asignan a evaluar este problema, la escasez y baja confiabilidad de los datos disponibles y la falta de estudios específicos sobre su impacto negativo sobre la salud pública y la economía, todo lo cual debería ser prioritario.

Además de la salud, los plaguicidas también afectan negativamente la estabilidad del ambiente, causan daños diversos a la flora y la fauna, reducen la productividad de los suelos, contaminan las aguas y generan muchos otros problemas; sin embargo, si a pesar de estar ampliamente documentados en otros países sus efectos negativos en la salud, no han logrado movilizar a las autoridades, los daños al ambiente definitivamente no son motivo de preocupación en México y este tema no se estudia en la gran mayoría de los institutos de investigación. Igualmente es fácil comprobar que la información que reciben los estudiantes universitarios al respecto es, en el mejor de los casos, escasa y superficial.
Si ésta es la situación en el medio académico, no debería extrañarnos la ignorancia y desidia oficiales y la baja preocupación social al respecto, ya que éste es uno más de los muchos problemas relacionados con la salud y el equilibrio ambiental que las autoridades no consideran que les deban dedicar siquiera declaraciones, no digamos tiempo o recursos. 

Como en otros estados, en Veracruz los afectados directos carecen de poder económico y político, organización y presencia social: no hacen marchas o plantones por lo común no votan; no tienen derecho al Seguro Social o, si lo tienen, no lo pueden usar por falta de clínicas rurales o médicos en ellas; su patrón no conoce sus responsabilidades o, si las conoce, prefiere no darse por enterado. 
Aunque sus derechos constitucionales son los mismos que los de cualquier ciudadano, carecen de información y recursos para exigir su cumplimiento. La mayoría no puede leer las etiquetas de los productos que aplican –que, por otra parte, generalmente están escritas en un galimatías pseudotécnico con una letra chiquitita- y, lo más importante, su situación económica les impide exigir el cumplimiento estricto de la escasa normatividad pertinente, equipo de protección adecuado, información clara y verídica sobre sus riesgos, servicio médico, etcétera. 
En cuanto al ambiente, por lo común los daños ocurren en sitios remotos, tiempo después de las aplicaciones, por lo que, aun en el remoto caso de que si se contara con suficientes expertos y laboratorios especializados y un presupuesto adecuado para que funcionen, no sería fácil demostrar los daños, asignar las responsabilidades y sancionar a los causantes. 
De hecho, mientras estos casos no llegan a los medios nacionales de comunicación lo que, en realidad, sólo ocurre en los muy graves, a muy pocos funcionarios les importan la muerte de insectos benéficos, las mortandades de peces, el daño a la productividad de los suelos, la contaminación de aguas superficiales y profundas ni, desde luego, los daños inmediatos y a largo plazo en la salud de los jornaleros y sus familias. 

Por otra parte, según los datos oficiales, en estados de menor importancia agrícola y ganadera, como Nayarit o Puebla, ocurren más intoxicaciones por plaguicidas que en Veracruz, por lo que se podría pensar que aquí no se usan los plaguicidas o que se usan tan bien que no causan problemas. Sin embargo, más bien es probable que el bajo número de intoxicaciones reportadas en Veracruz se debe a que las que ocurren no se registran o no se atienden por falta de clínicas rurales, médicos o antídotos; de hecho, lo que estos datos confirman es la escasa importancia que los plaguicidas y los expuestos a ellos tienen para las autoridades estatales de todo tipo y nivel.

En mucho contribuye a esta baja prioridad que la sociedad veracruzana tampoco se da cuenta de la importancia de este asunto, a pesar de que no sólo afecta nuestro entorno, sino que muchas veces consumimos alimentos que no serían aceptables en otros países por contener residuos tóxicos de los que nadie nos informa ni, mucho menos, nos protege. 

Para que haya un cambio sobre este tema, se necesitaría, en primer lugar, una mayor conciencia social. Sin embargo, en este momento a la sociedad veracruzana no le alcanzan tiempo y esfuerzo para denunciar y oponerse a los muchísimos agravios pasados, presentes y amenazas futuras que la preocupan, como los recurrentes derrames de Pemex, la amenaza de las represas en varios ríos, la minera en Actopan, los casos de cáncer denunciados en Vega de Alatorre, los de insuficiencia renal en Tierra Blanca y muchísimos otros que, para la sociedad, son más tangibles que los residuos de plaguicidas en sus alimentos, los riesgos de su uso doméstico, los daños en el ambiente y los que afectan a los aplicadores, sobre todo lo cual, además, no existe información.

Pero, mientras la sociedad no le asigne importancia a este asunto, seguirá siendo un ejemplo claro de que el artículo 4° constitucional, que reconoce nuestro derecho a un medio ambiente sano y a la protección de la salud es, más o menos, letra muerta. Por otra parte, visto el nulo éxito de los esfuerzos sociales en temas igualmente preocupantes, como Laguna Verde, a lo mejor ni con una mayor conciencia social se logra que cambie esta situación. 
Como una aportación sobre lo que ocurre con los plaguicidas en México y en Veracruz, El Jarocho Cuántico dedicó su número 49, publicado el 5 de abril pasado a este tema; incluye cuatro artículos de gran importancia y actualidad. Se puede consultar en: http://www.jornadaveracruz.com.mx/wp/wp-content/uploads/2015/04/Jarocho49-web3.pdf 
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